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Provincia de Buenos Aires 

Honorable Cámara de Diputados


PROYECTO DE LEY

El Senado y la Honorable Cámara de Diputados de la provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de 

LEY

ARTÍCULO 1°: Modificase el artículo 3° de la Ley 5.109 el cual quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo 3°: No podrán votar

a) Los dementes declarados en juicio;

b) Los declarados rebeldes en causa penal, hasta que cese la rebeldía o se opere la prescripción;

c) Los inhabilitados según disposiciones de la Ley Orgánica de los Partidos Políticos y
d) Los que en virtud de otras prescripciones legales y reglamentarias quedaran inhabilitados para el ejercicio de los derechos políticos.

ARTÍCULO 2°: Incorporase como artículo 3° bis de la Ley 5.109 el siguiente:

Articulo 3° bis: Los procesados que se encuentren cumpliendo prisión preventiva y los condenados tendrán derecho a emitir su voto en todos los actos eleccionarios que se celebren durante el lapso en que se encuentre detenidos.

Para tal fin la Junta Electoral de la Provincia de Buenos Aires confeccionará el Registro de Electores Privados de la Libertad que contendrá los datos de los procesados y los condenados con la información que remitan los jueces competentes; al mismo tiempo habilitará mesas de votación en cada uno de los establecimientos de detención y designará a las autoridades para el desarrollo del acto electoral.

Cuando los condenados y los procesados se encuentren en un distrito electoral diferente al que les corresponda podrán votar en el establecimiento en el que se encuentra alojados y sus votos se adjudicarán al distrito en el que estén empadronados.

ARTICULO 3°: Comuníquese y regístrese.
FUNDAMENTOS

SEÑOR PRESIDENTE:

Con la sanción de la Ley Sáenz Peña en 1912, Argentina inició un camino de ampliación del derecho al sufragio, incluso a pesar de las interrupciones al orden democrático por los golpes de Estado. El 23 de septiembre de 1947, durante el segundo gobierno de Juan Domingo Perón, se sancionó la Ley 13.010, que estableció el voto femenino, permitiendo que las mujeres participaran por primera vez en las elecciones de 1951.

En 1991, mediante la Ley 24.007, se extendió el derecho a votar en comicios nacionales a los argentinos residentes en el exterior. Más tarde, en 2003, durante la presidencia de Néstor Kirchner, se sancionó la Ley 25.858, que incorporó en el padrón electoral a las personas detenidas sin condena. Con el mismo espíritu inclusivo, en 2012 el proyecto que establecía el voto optativo para los jóvenes entre 16 y 18 años se convirtió en Ley (Ley 26.774) y de esta forma fueron habilitados más de 600.000 jóvenes para las elecciones de 2013.

A nivel nacional, los procesados sin sentencia firme ejercen el derecho al voto (no así los condenados). La Corte Suprema de Justicia ha indicado que esto es una agresión a sus los derechos humanos. Incluso la Convención Americana de Derechos Humanos establece que no puede fijarse una exclusión al voto a poblaciones seleccionadas. En respuesta a esa demanda, en el año 2010 se presentó en la Cámara de Diputados un proyecto firmado por diputados de distintas fuerzas en el que se plantaba la derogación de las exclusión para los condenados sumándolos al Registro de Electores de las Personas Privadas de la Libertad creadas en la Ley 25.858

 La Provincia de Buenos Aires ha seguido las modificaciones realizadas a nivel nacional generando también un proceso de ampliación de los derechos políticos mediante modificaciones a su Ley Electoral (5.109). Incluso permitió el voto a los extranjeros en las elecciones provinciales, tal como se establece en la Ley 11.709.  

Aún así, en la Ley Electoral de la Provincia de Buenos Aires persisten muchas exclusiones que resultan altamente discriminatorias y no guardan relación con la Ley Nacional.  Es por eso que, con el objetivo de avanzar en la ampliación de los derechos políticos, se presenta el presente proyecto. Modifica la Ley 5.109 en lo que respecta a los sujetos inhabilitados para sufragar, permitiendo el voto para los procesados y condenados en las elecciones provinciales.
Entendemos que la privación de la libertad a una persona, tenga o no condena firme, no puede ser impedimento para garantizarle el derecho al voto, en  especial cuando se considera que la función de los establecimientos de detención es la resocialización y no el castigo. Para hacer efectivo el derecho al voto, tal como han reclamado distintas organizaciones y considerando las particularidades de los establecimientos de detención, es que incorporamos el  artículo tercero bis en la Ley Electoral que crea el Registro de Electores Privados de la libertad, que deberá ser confeccionado por la Junta Electoral.

La incorporación como sujetos políticos de las personas privadas de la libertad debe ser atendida como un nivel más en el proceso de ampliación de la ciudadanía. Como establece el articulo 59° de nuestra Constitución Provincial “el sufragio popular es un derecho inherente a la condición de ciudadano argentino y del extranjero” y, según el artículo 11°, “los habitantes de la provincia son iguales ante la ley y gozan de los mismos derechos y garantías”.

Por lo expuesto, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.
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